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L
a actual situación política, que algunos están tratando de crispar, provoca
llamamientos continuos al respeto de la actuación de los jueces.
Ciertamente sería deseable que el Poder Judicial realizara su misión con
más sosiego que el actual, puesto que a nadie beneficia la continua
polémica que suscitan algunas resoluciones judiciales.

Denunciamos el hipócrita juego de hacer continuos llamamientos al respeto
del Poder Judicial para, a continuación, presionar a la Magistratura reclamando
resoluciones ejemplares, que cesen ciertas instrucciones penales, que se abran
otras..., siempre en clave política partidista, con airadas descalificaciones si la
resolución dictada no responde a sus intereses.

Cada vez es más patente la continua voluntad de influir en las resoluciones
judiciales y en los tribunales que las conforman, en especial desde sectores de la
oposición y sus grupos mediáticos. En el Tribunal Constitucional, se recusa a un
magistrado que tiene la condición de catedrático por escribir un artículo doctri-
nal. En el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, se denuncia al líder de la opo-
sición y se alienta la querella contra el presidente de la Comunidad Autónoma. En
los ayuntamientos afectados por flagrantes casos de corrupción, se cuestiona la
labor de la fiscalía que los ha puesto de manifiesto.Al Tribunal Supremo, después
de pedirle fallos en un sentido, se le organizan manifestaciones de rechazo a sus
resoluciones.

Finalmente, en la Audiencia Nacional, una decisión sobre la situación personal
del terrorista de Juana propicia que unos jueces decidan en lugar de los inicial-
mente designados, que ya habían deliberado y fallado, sin ponerlo siquiera en co-
nocimiento de las partes.

Frente a tal tesitura, el Poder Judicial tiene que hacer un claro ejercicio de res-
ponsabilidad. Ha de actuar con estrictos criterios jurídicos, superando tan eviden-
tes presiones y evitando transmitir la sensación de seguidismo a estas tesis parti-
distas. Tratar a todos los ciudadanos de forma semejante, con abstracción del
interés que algunos medios y opciones partidistas muestran sobre ciertos casos,
aunque ello traiga consigo la crítica a la decisión judicial imparcial, dictada desde
el sosiego e independiente de cualquier presión.

En el órgano constitucional que debería estar reclamando mesura a quienes
tratan de influir de manera tan irresponsable en el Poder Judicial, el CGPJ, la ina-
nidad es patética. Su presidente está desaparecido, no hay proyecto ni impulso. De
esta manera se deja en manos de los vocales más extremistas la presencia públi-
ca de la institución. Se transmite así, insistentemente, una defensa de intereses par-
tidistas de signo conservador que, lamentablemente, comienza a identificar a la ca-
rrera judicial con una opción política.

Mientras tanto la oposición, con excusas tan peregrinas como su pretensión de
recuperar el recurso previo de inconstitucionalidad, sigue teniendo secuestrada la
renovación del CGPJ, sin que ello parezca preocupar demasiado a las fuerzas
políticas. Por todo ello Jueces para la Democracia pide, una vez más, altura de miras
a los representantes de la soberanía popular, que supere el actual espectáculo y
garantice, de una vez por todas, el correcto funcionamiento de las instituciones
democráticas.
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Sindical

JpD rechaza 
la enmienda 631 

del grupo socialista

El Consejo de Ministros de
26 de enero de 2007 hizo

pública la siguiente nota infor-
mativa:

• Las retribuciones de jue-
ces y fiscales aumentarán en
629 euros anuales.

• Los secretarios judicia-
les y el resto de personal al
servicio de la Administración
de Justicia percibirán una
retribución según su adscrip-
ción.

El Consejo de Ministros ha
autorizado el ingreso de una
paga adicional para el año
2007 a los miembros de la ca-
rrera judicial y fiscal y del per-
sonal de la Administración de
Justicia. La subida supone un
incremento del 1 por 100 de
la masa salarial, con efectos
desde el 1 de enero de 2007.

Los miembros de las carre-
ras judicial y fiscal percibirán
un aumento anual de 629,35
euros, que se abonará en con-
cepto de paga adicional, y que
se hará efectivo en dos ingre-
sos iguales, durante los meses
de junio y diciembre.

En el caso de los secreta-
rios judiciales y el resto de los
cuerpos de personal al servi-
cio de la Administración de
Justicia, la paga adicional será
establecida según el cuerpo y
grupo retributivo al que per-
tenezcan, como se especifica
en las siguientes tablas, en las
que se señalan las cuantías
anuales a percibir en 2007.
Del mismo modo que en el
caso de los miembros de las
carreras judicial y fiscal, el in-
greso se hará en dos pagas
iguales.

Paga
adicional

a la
carrera
judicial

Las asociaciones judiciales
Asociación Profesional de

la Magistratura (APM), Jueces
para la Democracia (JpD),
Asociación de Jueces Francis-
co de Vitoria (AJFV) y Foro
Judicial Independiente (FJI),
constatan que los acuerdos
en materia retributiva aplica-
dos en el ámbito del sector
público, y en especial la equi-
paración de las pagas extra,
siguen sin aplicarse a jueces y
magistrados a pesar de que
así se propuso en una en-
mienda a la Ley de Presu-
puestos del Estado aprobada
en el Senado y posteriormen-
te rechazada en el Congreso.

Esta diferencia de trato
entre los jueces y el resto
del sector público no tiene
justificación alguna y por ello
las asociaciones judiciales
entienden que se debe sólo
a la falta de diálogo por par-
te de los responsables del
Ministerio de Justicia, por lo
que, como representantes
que son de los jueces y ma-
gistrados, acuerdan dirigirse
al Gobierno y al Consejo
General del Poder Judicial
con objeto de que se adop-
ten las medidas precisas para
poner fin a esta situación, es-
tablecer una vía adecuada de
negociación y crear las con-
diciones que aseguren retri-
buciones adecuadas para
quienes desempeñan la labor
jurisdiccional.

12 de enero de 2007

Comunicado
conjunto

sobre pagas
extra 

de todas las
asociaciones

judiciales

El pasado 19 de diciembre
el Secretariado de Jueces

para la Democracia hizo pú-
blico, en un comunicado, su
rechazo a la enmienda nº 631
del Grupo Parlamentario
Socialista en el Congreso, que
pretende la reforma del ar-
tículo 403.4 de la LOPJ. Dicha
enmienda propone añadir los
tres párrafos resaltados en
negrita:

«4. Las retribuciones varia-
bles por objetivos estarán vincu-
ladas al rendimiento individual
acreditado por cada juez o ma-
gistrado en el desempeño de
sus funciones jurisdiccionales y
profesionales.

Todos los jueces y magis-
trados estarán obligados a
alcanzar un objetivo nor-
malizado, que no podrá ser
inferior al rendimiento
medio de los órganos uni-
personales o, en su caso,
colegiados en los que se in-
tegre, correspondiente a
los cinco años inmediata-
mente anteriores a la en-
trada en vigor de la presen-
te ley, de modificación 
de la ley Orgánica 6/1985,
de 1 de julio, del Poder
Judicial.

El Consejo General del
Poder Judicial podrá deter-
minar por vía reglamenta-
ria los factores de correc-
ción que puedan incidir
individualmente en la con-
secución del objetivo ante-
dicho, previo informe favo-
rable del Ministerio de
Justicia.

Si estas correcciones
tuviesen repercusión presu-
puestaria, se requerirá
informe favorable del
Ministerio de Economía y
Hacienda».

Denunciaba el comunica-
do que “este precepto no ha si-
do negociado con nadie y que a
nadie se ha comunicado” y que
“nos resulta en extremo preocu-
pante por su forma y fondo”,

por lo “alejado de lo que de-
biera ser el modelo laboral y re-
tributivo de los jueces”.

Denunciaba también que
“llama la atención el uso de una
Ley Orgánica para regular esta
materia retributiva, lo que supo-
ne una mayor dificultad de mo-
dificación y un rango legal que
nos apartará de las futuras re-
formas de la función pública que
impliquen una mejora de nues-
tras condiciones de trabajo”.

Añadía que el “llamado ob-
jetivo normalizado es una
apuesta de mínimos, es decir,
pasamos de cobrar más quien
más rendimiento alcanza a re-
sultar obligatorio alcanzar un
mínimo que, curiosamente, es el
equivalente al rendimiento me-
dio de los 5 últimos años, con-
virtiendo el habitual y mayorita-
rio esfuerzo laboral de los
jueces en un mínimo de partida,
penalizando la tradicional vo-
luntad judicial por afrontar dig-
namente la carga de trabajo
que se le encomienda”.

Por otro lado se denuncia-
ba que “así como el cálculo de
las retribuciones variables se
vinculaba al rendimiento indivi-
dual, ahora el objetivo normali-
zado se vincula al rendimiento
medio de cada jurisdicción en la
que se trabaje”, resaltando que
“precisamente en los últimos
cinco años ha sido notorio el es-
fuerzo, retribuido o no, en
alcanzar un mayor rendimiento
por parte de los jueces y magis-
trados”.

El Secretariado de JpD
consideraba que se “tergiver-
sa” la idea de los módulos co-
mo instrumento de racionali-
zación del trabajo judicial,
como control objetivo de la
carga de trabajo, de la provi-
sión de la planta necesaria, de
sus efectos disciplinarios,
incluso como incentivación
retributiva, lo que supone
despreciar “la calidad, reflexión
y ponderación de la labor de
juzgar”.



Plazas para la Escuela Judicial
Carlos Martínez de Marigorta. Juez de Grado (Asturias)

Escuela Judicial

Jueces para la Democracia
siempre ha prestado especial

atención y cuidados a la forma-
ción inicial y el acceso a la
carrera judicial, motivo por el
que desea hacerse eco de la si-
tuación que anualmente se repi-
te en cuanto a la escasa infor-
mación y claridad en lo atinente
a las plazas a ofertar, y mostrar
públicamente su compromiso
con los nuevos compañeros.

Los alumnos se encuentran
hondamente preocupados ante
la posibilidad de que no se ofer-
ten todas las plazas vacantes, lo
que da pie a todo tipo de rumo-
res y a una situación de frustra-
ción e inseguridad nada apropia-
da en ningún colectivo, mucho
menos en una escuela de jueces.
La cuestión es simple y razona-

ble: se reclama la oferta de todas
las plazas vacantes. Ante el te-
mor de que algunas no se ofer-
ten y se cubran por sustitutos, la
desazón de los compañeros es
perfectamente comprensible.

Los sustitutos, por defini-
ción, lo son de los “titulares”, y
quienes se han ganado esa pre-
ferencia completando un durí-
simo y largo proceso, son los
alumnos de la Escuela Judicial.
Los sustitutos, imprescindibles
para un adecuado funciona-
miento de la Administración de
Justicia, han de ser eso: una so-
lución residual, de sustitución.

SERVICIO PÚBLICO
CON TITULARES

El servicio público exige
esa cobertura por titulares,

evitando situaciones de interi-
nidad o de continuos trasla-
dos, y tratando en la medida
de lo posible de poder conci-
liar la vida personal y familiar
de quienes van a comenzar a
llevar el peso y la responsabi-
lidad de la Administración de
Justicia, lo que en parte se mi-
tigaría si el abanico de elec-
ción fuera todo lo amplio que
fuese posible.

Frente al argumento que
pudiera esgrimirse de que
ciertas zonas territoriales
nunca se cubrirían, la solución
ha de ser la de ampliar la plan-
ta, no limitar las posibilidades
de elección de quienes han
pasado una exigente oposi-
ción, un curso en la Escuela
Judicial y un año de prácticas

tuteladas que viene a con-
cluirse con una media de 30-
31 años, y que en muchos ca-
sos se verán abocados a
desplazarse lejos de sus fami-
lias. Si esto ha de ser así, que
sea porque no haya más op-
ción, no por no ofertar todas
las posibilidades.

Esta situación no es nueva,
por lo que es especialmente re-
comendable que se sienten cla-
ramente las reglas del juego y
se les dé publicidad, de modo
que año a año no se repita es-
ta mala y seguramente errónea
sensación de improvisación y
dependencia de circunstancias
contingentes que tanto daño
hacen a nuestra profesión, ali-
mentando todo tipo de rumo-
res y suspicacias.
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Crítica del CGPJ 
a un juez

Como consecuencia de la
polémica sobre la recusa-

ción del magistrado del Tribu-
nal Pérez Tremps, el ocho de
febrero pasado el Secretaria-
do de Jueces para la Demo-
cracia criticó la actuación de
vocales del CGPJ. Decía el Se-
cretariado que asiste “con per-
plejidad y consternación a una
creciente degradación de la esfe-
ra pública en la que de forma
muchas veces insidiosa e irres-
ponsable se ponen en entredicho
los mecanismos institucionales
de los que se dota el Estado
Constitucional para, entre otras
cosas, preservar su propio fun-
cionamiento”.

Se aseveraba igualmente que
no se pude ni debe “cuestionar
las manifestaciones que, proceden-
tes de los partidos políticos, some-
ten diariamente al Poder Judicial y
al Tribunal Constitucional a la som-
bra de la sospecha, trasladando a
la opinión pública española que su
funcionamiento responde a presio-
nes políticas e intereses ocultos”,
no obstante lo cual se confiaba
“en que los filtros propios de una
sociedad democrática permitirán
que los ciudadanos visualicen y va-
loren los comportamientos de cada
uno de los agentes políticos”.

Pero desde la posición de
una asociación de jueces esti-
maba el Secretariado de Jue-
ces para la Democracia que
“no podemos mirar a otro lado
cuando desde el Gobierno Judi-
cial, y aprovechando dicha ubica-
ción, se participa activamente en
el desprestigio de las institucio-
nes del Estado”.

En ese sentido el comunica-
do denunciaba “las últimas ma-
nifestaciones del vocal D. José Luis
Requero cuestionando, banalizan-
do el propio proceso decisional
del Tribunal Constitucional sobre
una cuestión tan compleja y difícil
como lo es la recusación promovi-
da contra el magistrado Pérez
Tremps, descalificando personal-
mente al magistrado recusado e
imputando de forma directa a las
autoridades responsables de la
custodia del inculpado De Juana
Chaos, connivencia en la obten-
ción de fotografías en el centro
hospitalario donde está internado
y de la entrevista publicada en el

diario británico The Times” que
entendía “superan el límite de lo
tolerable”.

Añadía a continuación que
ese comportamiento es “más
propio de la defensa de particu-
lares intereses políticos, no es
acorde con el respeto que exige
el órgano al que pertenece ni
con los deberes de probidad,
neutralidad y fidelidad que debe
mantener todo miembro de un
órgano constitucional” y que así
“difícilmente se defiende la inde-
pendencia y la imagen de
independencia de los jueces”.

Finalmente se consideraba
que “sus manifestaciones vuelven
a empujar al Consejo General del
Poder Judicial por la pendiente
resbaladiza de la politización y
del descrédito social, de la desna-
turalización de sus funciones co-
mo órgano que está obligado a
custodiar y administrar la regla
constitucional de distribución del
poder, los pesos y contrapesos exi-
gibles en un Estado democrático”,
concluyendo que esa pendien-
te resbaladiza “nos arrastra a to-
dos”, lo que en definitiva llevó a
solicitar “su dimisión por su ma-
nifiesta incapacidad para com-
portarse como la Constitución le
exige”.

El CGPJ concede
permiso de paternidad

conforme 
al Plan Concilia

Tras negativas anteriores,
finalmente la Comisión

Permanente del Consejo
General del Poder Judicial
del día 30 de enero de 2007
aprobó la aplicación a la ca-
rrera judicial del permiso de
paternidad de 10 días previs-
to en el “Plan Concilia”.

En el punto 38 de dicha
comisión se acordó dicha
concesión, para diez días
naturales, ”al entender la
Comisión Permanente que es
directamente aplicable a los
miembros de la carrera judicial
el permiso de 10 días por
nacimiento establecido por el
artículo 30.1 a) de la Ley
30/1984, de 2 de agosto, de
Medidas para la Reforma de la
Función Pública (según redac-
ción dada por la Ley 21/2006
de 20 de junio), medida ésta
contemplada por la Orden
APU/3902/2005, de 15 de di-

ciembre, por la que se dispone
la publicación del Acuerdo de la
Mesa General de Negociación
por el que se establecen medi-
das retributivas y para la mejo-
ra de las condiciones de traba-
jo y la profesionalización de los
empleados públicos (el denomi-
nado Plan Concilia)”.

Las razones que ha tenido
en cuenta la Comisión han
sido, por un lado, que pese a
que el artículo 373.5 LOPJ
establece un permiso de tres
o cinco días de duración,
también resulta preferente la
aplicación del citado artículo
30.1 a) de la Ley 30/1984
(modificado por la Ley
21/2006 de 20 de junio), en
cuanto norma legal poste-
rior, ya que el régimen jurídi-
co de las licencias y permisos
se encuentra excluido de la
reserva de Ley Orgánica,
desde el momento en que la
propia LOPJ establece en su
artículo 377 que dicho régi-
men se desarrollará regla-
mentariamente.

Por otro lado se conside-
ra que se trata de una medi-
da que, resultando plena-
mente compatible con las
especificidades propias del
ejercicio de la función ju-
risdiccional, desarrolla los
principios constitucionales
de protección de la familia y
protección integral de los
hijos.

Por último ha tenido en
cuenta la Comisión Perma-
nente del CGPJ que es una
interpretación que favorece
el criterio básico de homolo-
gación del estatuto de los
jueces y magistrados con las
normas comunes que rigen
la función pública, criterio
éste recogido en la propia
Exposición de Motivos de la
Ley Orgánica del Poder Judi-
cial.

Christian Courtis, La muerte en una institución psiquiátri-
ca en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos. Miguel Carbonell, La peor sentencia.
Juan Igartua Salaverria, Motivación de nombramientos
discrecionales. Manuel Miranda Estrampes, El populismo
penal. Antonio del Moral García, La última expansión de
las competencias de los Jueces de Vigilancia penitenciaria.
Francisco Javier Pereda Gámez, Hacia un nuevo Conse-
jo General del Poder Judicial. Ramón Saez Valcarcel, Una
crónica de tribunales. Gustavo Zagrebelsky, Jueces cons-
titucionales. Fernando Zubiri de Salinas, Los retos de la
formación judicial continuada.

58 marzo/2007

INFORMACION Y DEBATE
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Veo esta foto en El País digital.
Es del entierro de los abo-

gados asesinados en el despa-
cho de la calle Atocha, 55.Yo era
una de las abogadas de este des-
pacho. La más antigua. Curiosa-
mente Edmundo me llama por
teléfono al día siguiente y me pi-
de que envíe unas líneas para el
boletín sobre lo que sucedió el
día 24 de enero de 1977 en el
despacho de la calle Atocha de
Madrid. El día 24 de enero de
1977, sobre las 9,30 de la no-
che, un grupo personas de ex-
trema derecha llamaron a la
puerta de nuestro despacho de
la calle Atocha, 55. Cuando los
que estaban allí les abrieron, les
agruparon empuñando las pisto-
las que llevaban en la gran sala
de espera que teníamos, arran-
caron todos los teléfonos y les
dispararon varias veces.

Murieron Francisco Javier Be-
navides, Ángel Rodríguez, Serafín
Holgado, Enrique Valdelvira y
Francisco Javier Sauquillo, y que-
daron fatalmente heridos Dolo-
res González Ruiz, Luis Ramos y
José Luís Sarabia.Alejandro Ruiz
salió absolutamente ileso porque
las balas le rebotaron en el bolí-
grafo que llevaba casi siempre
prendido en su camisa.

El grupo de abogados del
despacho de Atocha teníamos
dos sedes diferentes en Madrid,
una en Atocha, 49 y otra en Ato-
cha, 55. El despacho había empe-
zado en el número 49 en el año
1970. Se nos quedó pequeño y
por eso alquilamos también Ato-
cha, 55.Aquella noche teníamos
reuniones. Los abogados labora-
listas éramos en aquellos años
personas comprometidas políti-
camente, integrados en las orga-
nizaciones clandestinas que
intentaban implantar la demo-
cracia en España. La mayor parte
de los abogados de Atocha per-
tenecíamos al Partido Comunis-
ta, y como abogados laboralistas
teníamos reuniones para renta-
bilizar nuestro trabajo como
abogados.

Resulta difícil ahora hablar
de aquellas organizaciones de
entonces que llamábamos parti-
dos y que son tan diferentes a
lo que hoy día son los partidos

políticos. Lo de entonces era
fundamentalmente un colectivo
humano desde donde orientá-
bamos nuestra actividad profe-
sional para conseguir acabar
con la dictadura. Por eso casi
una vez a la semana, acabada la
consulta, nos reuníamos. Estába-
mos divididos en tres grupos.
Los que pretendíamos influir en
el Colegio de Abogados, los que
se coordinaban con las asocia-
ciones vecinales y los que traba-
jaban fundamentalmente con las
organizaciones sindicales de
Comisiones Obreras. Aunque
todos actuábamos como aboga-
dos habíamos dividido de esa
manera el trabajo, digamos polí-
tico, para rentabilizar nuestra
trascendencia en la sociedad.

En la noche del 24 de enero
de 1977 había reunión de los
tres grupos. Otros compañeros
y yo nos dedicábamos al aseso-
ramiento y defensa de los obre-
ros de la construcción y tenía-
mos nuestra sede en Atocha 55.
Por esa razón había convocado
una reunión de mi grupo en el
despacho de Atocha, pero a pri-
meras horas de aquella tarde
Francisco Javier Benavides me
llamó porque su reunión no
contaba ese día con el local en
el que habitualmente se reunían
y me pidió que cambiara mi reu-
nión y que la hiciera en Atocha,
49 dejándoles a ellos, los de las
asociaciones de vecinos, la otra
Atocha. “Claro que sí, no te preo-
cupes Javier, aviso a los de mi gru-
po y nosotros nos vamos al 49 y tú
te quedas en el 55”, le dije.

Aquella noche, sobre las 9,30,

recogí mis cosas y salí del despa-
cho del 55 hacia el 49. Son muy
poquitos metros los que separan
ambos portales. A mitad de ca-
mino me encontré a Francisco
Javier Sauquillo y a Dolores
González Ruiz, entramos a to-
mar un café en la cafetería que
había entre los dos despachos, y
quedamos en que cuando acabá-
ramos las reuniones nos iríamos
todos a tomar algo. Casi nada
más subir al despacho de Ato-
cha, 49, y cuando solamente ha-
bían llegado otros dos compañe-
ros de los que esperábamos, nos
quedamos sorprendidos porque
oímos las sirenas de la policía de
forma insistente. Nos asomamos
al balcón y vimos varios coches
de policía aparcados delante del

portal de Atocha, 55. “Les han de-
tenido”, dijimos. No era la prime-
ra vez que la policía había acudi-
do a nuestro despacho. Hacía
dos años había habido un regis-
tro ordenado por el Tribunal de
Orden Público. Pero les llama-
mos por teléfono y no contestó
nadie. Eso nos inquietó. Nos pu-
simos los abrigos. Hacía frío
aquella noche del 24 de enero
de 1977 y salimos a la calle.

Mucho antes de alcanzar el
despacho del 55 vecinos del ba-
rrio que nos conocían y nos
querían se nos acercaron y nos
dijeron “no subáis, os van a matar
a todos, han matado a muchos de
vuestros compañeros”. No nos
fuimos. Subimos las escaleras
manchadas de su sangre, cuando
ya habían sacado sus cadáveres
y evacuado a los heridos. Hasta
ahí los hechos como yo los viví

aquel 24 de enero de 1977.
El asesinato de los abogados

laboralistas, como sabéis, acabó
siendo un suceso con gran
trascendencia en el proceso de
la transición de la dictadura a la
democracia. Algunos dicen que
aquel masivo entierro, que el
Rey siguió desde un helicópte-
ro, fue un elemento determi-
nante que ayudó a alumbrar la
democracia. Sin embargo para
mí el asesinato de aquel puñado
de amigos y compañeros no fue
lo trascendente. Sólo fue una
absurda y brutal consecuencia
de una manera de vivir.

ABOGADOS EN
COMISIONES OBRERAS

Lo verdaderamente impor-
tante, en mi opinión, fue la
incidencia que desde 1967 tu-
vieron los despachos laboralis-
tas para transformar la profe-
sión de abogado y hacer
posible unas estructuras efica-
ces para defender jurídicamen-
te a los obreros y apoyar la or-
ganización verdaderamente
singular que significó entonces
Comisiones Obreras. Los abo-
gados laboralistas que creamos
los primeros despachos había-
mos sido en la Universidad es-
tudiantes inconformistas que
nos habíamos opuesto al SEU,
Sindicato Estudiantil Falangista,
único posible al que podían
pertenecer los estudiantes, y
habíamos creado los sindicatos
democráticos de estudiantes.
Cuando acabamos la carrera
(con nuestros más y menos,
pues casi todos tuvimos expe-
dientes gubernativos y trasla-
dos), en lugar de dedicarnos a
opositar, o a ser abogados con-
vencionales en una aseguradora
o en uno de los grandes despa-
chos colectivos mercantiles de
los que ya empezaba a haber
entonces, decidimos ser dife-
rentes. Fuimos, sin saberlo, lo
que ahora se llama emprende-
dores sociales (veo la teoría del
emprendedor social en un libro
de un periodista americano cu-
rioso, Cómo cambian el mundo
los emprendedores sociales y las
nuevas ideas).

Aniversario Atocha

24 de enero
Manuela Carmena 

Magistrada de la Audiencia Provincial de Madrid



RETRIBUCIÓN
IGUALITARIA

Alquilamos pisos y organiza-
mos una manera de trabajar que
fuera accesible para los obreros.
Olvidamos las normas mínimas
de honorarios del Colegio de
Abogados. Nuestras condicio-
nes de trabajo eran claras. Ase-
sorábamos y defendíamos a los
obreros que venían a nuestros
despachos sin cobrarles nada.
Sólo lo hacíamos si ganábamos.
Eso sí, el 10% del importe de sus
reclamaciones. Si perdíamos,
perdíamos juntos, nadie cobraba
nada. Supongo que lo hicimos
bien, porque en poco tiempo te-
níamos un número enorme de
clientes y muchos ingresos. To-
dos cobrábamos lo mismo, tan-
to los abogados, como las secre-
tarias y hasta la señora de la
limpieza. Este sistema de retri-
bución parece ahora utópico,
pero en su momento fue posi-
ble. Generaba unos lazos en el
equipo extraordinariamente
fuertes, que nos permitió pron-

to hacer ampliaciones e inaugu-
rar pequeños nuevos despachos
en la periferia, y hasta en Guada-
lajara ciudad.

Éramos equipos humanos
muy fuertes, con objetivos muy
claros. Queríamos que se cum-
plieran los derechos de los
obreros. Las Reglamentaciones
Laborales y los Convenios Co-
lectivos reconocían ya un con-
junto de derechos laborales
que, sin embargo, en la mayor
parte de los casos se incum-
plían con desfachatez por la fal-
ta de libertad y de auténticas
organizaciones sindicales. Por
otra parte, y en la medida que
el movimiento reivindicativo se
extendía, los obreros sufrían
represalias, sanciones y despi-
dos, y a veces también deten-
ciones.Ahí también actuábamos
nosotros, argumentando jurídi-
camente sobre la legalidad de
aquellas huelgas, alegando los
Derechos Humanos en el Tribu-
nal de Orden Público.

Es interesante echar una
ojeada a las estadísticas judicia-

les de aquellos años de las lla-
madas Magistraturas de Traba-
jo; desde que los despachos la-
borales se crearon, el
incremento de los juicios fue
espectacular, y aunque sobre
esto no hay datos, sería tam-

bién muy interesante ver el nú-
mero tan importante de sen-
tencias estimatorias que hubo.

MAGISTRATURA AUDAZ

Al principio no sabíamos
demasiado derecho. Cuando

en el año 1979 empecé a pre-
parar las oposiciones de judi-
catura fui consciente de todo
lo que deberíamos haber sabi-
do, que probablemente supli-
mos por nuestra clara convic-
ción de que estábamos
devolviendo a los trabajadores
lo que era suyo. Así empeza-
mos también a construir un
nuevo Derecho laboral.Apren-
dimos. Estudiamos las senten-
cias. Reflexionamos sobre
quiénes nos daban la razón y
quiénes no. Tuvimos aliento y
apoyo de algunos magistrados,
cuya audacia técnica fue deci-
siva para reforzar la esperanza
de aquellos años, aún sin
democracia, pero ya con aires
de cambio. Entre todos dimos
ese paso que entonces fue
preciso.

La muerte de aquellos cinco
compañeros y amigos fue brutal
y absurda. Pero su vida y la
dedicación profesional para
cambiar la abogacía y el dere-
cho fueron extraordinariamen-
te útiles.

Aniversario Atocha
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La Sección de Asturias de Jueces
para la Democracia ha organi-

zado el 25, 26 y 27 de enero de
2007 en Gijón y Oviedo unas jorna-
das sobre los Derechos Humanos
en Oriente Medio, en las que parti-
ciparon profesores universitarios, ju-
ristas, integrantes del Secretariado
de JpD y miembros de su Sección.
De aquellas jornadas destaca, por
su relevancia, la llamada “Declara-
ción de Asturias sobre los Derechos
Humanos en Oriente Medio”, que
reproducimos por su interés: “Los
participantes en las Jornadas In-
ternacionales sobre los Dere-
chos Humanos en Oriente Me-
dio, desarrolladas en Gijón y
Oviedo, los días 25, 26 y 27 de
enero de 2007, reunidos para
analizar las situaciones plantea-
das por las graves violaciones de
los Derechos Humanos y de las
normas del Derecho internacio-
nal humanitario planteadas en
los territorios de Oriente Medio
sometidos a ocupación militar
(Irak y Palestina),

Teniendo presentes las nor-
mas y los principios del Dere-
cho internacional, expresión de
la conciencia jurídica de la Hu-
manidad, en particular los rela-
tivos a la protección del ser hu-
mano,

Recordando la vigencia de la
prohibición de la amenaza o del
uso de la fuerza en las relacio-
nes internacionales,

Asumiendo el carácter in-
transgredible de los principios
del Derecho Internacional hu-
manitario expresado por la
Corte Internacional de Justicia,

Conscientes de la gravedad
de las situaciones consideradas,

Convencidos de la necesidad
de trasladar a la ciudadanía la
inquietud ante la persistencia
de estos hechos,

Animados por el deseo de
participar a las instituciones y
organismos internacionales el
resultado de las deliberaciones,

Resueltos a comprometer a
nuestros Estados en una acción
firme y decidida para abordar
estos supuestos con pleno res-
peto a las exigencias del Dere-
cho y de la Justicia,

Decididos a impulsar y favore-
cer todas aquellas medidas de

orden jurídico que puedan pro-
piciar un tratamiento de estas
situaciones con arreglo a los
principios y las normas del De-
recho internacional y de nues-
tros ordenamientos internos,

Considerando las posibilida-
des que ofrecen los compromi-
sos internacionales asumidos
por nuestros Estados y los ins-
trumentos de carácter procesal
y penal existentes en nuestros
sistemas jurídicos,

Convienen en que las situa-
ciones existentes en los terri-
torios de Oriente Medio some-
tidos a ocupación militar —Irak
y Palestina—, comprometen
gravemente el respeto de las
normas y principios del Dere-

cho internacional relativos a la
protección de los Derechos
Humanos y las reglas del Dere-
cho internacional humanitario,
exigible a todos los Estados, y
en particular que:

A) La continuación de la
ocupación militar de Irak tras 
la intervención militar de 2003
ha conllevado una serie de ac-
ciones atribuibles a las fuerzas
de los EEUU susceptibles de
constituir graves violaciones de
los Derechos Humanos y del
Derecho internacional humani-
tario; incluso, algunas de esas
acciones dada su entidad y sus
consecuencias podrían mere-
cer el calificativo de crímenes
contra la humanidad.

B) La continuada ocupación
militar del territorio de Palesti-
na (Jerusalén oriental, Gaza y
Cisjordania), prolongada a lo
largo de casi cuarenta años y
agravada por diferentes actos
realizados por la potencia
ocupante sobre dicho territo-

rio —incluida la construcción
del muro presuntamente de-
fensivo—, han conllevado me-
didas que suponen graves viola-
ciones de los derechos
humanos de la población pales-
tina, así como la infracción de
las obligaciones que pesan so-
bre el Estado de Israel en tanto
que Potencia ocupante, de con-
formidad con lo establecido en
el Derecho internacional hu-
manitario, en particular el IV
Convenio de Ginebra de 1949.

En consecuencia, consideran
que:

1. La persistencia de las
situaciones de ocupación mili-
tar constituye una denega-
ción del derecho de los

pueblos a la libre determi-
nación, principio fundamental
del Derecho internacional y
presupuesto para el disfrute de
los demás Derechos Humanos.

Por otra parte, ninguna ex-
cusa puede servir para impedir
el derecho de los pueblos so-
metidos a ocupación militar a
disponer libremente de sí mis-
mos, y las normas del Derecho
internacional reconocen la legi-
timidad de la lucha de esos
pueblos para liberarse de la do-
minación extranjera.

2. Las violaciones de los
Derechos Humanos de las
poblaciones sometidas a ocupa-
ción militar, así como las infrac-
ciones del Derecho internacio-
nal humanitario relacionadas
con estas situaciones, entrañan
la responsabilidad interna-
cional de los Estados que
ejercen el control efectivo
sobre aquellos territorios.
En estos casos, los demás Esta-
dos y las organizaciones

internacionales —en particular
la ONU— están obligados a co-
operar para evitar la perpetua-
ción de estas situaciones y a
adoptar las medidas políticas, di-
plomáticas o económicas que
sin agravar la situación de las
poblaciones afectadas contribu-
yan a aquel objetivo.

3. De acuerdo con lo esta-
blecido por las normas del De-
recho internacional, algunas de
las violaciones pueden consti-
tuir además actos constitutivos
de crímenes contra la humani-
dad. El Derecho internacional
contempla la responsabilidad
penal individual de las personas
responsables tanto de su ejecu-
ción material como de su auto-
ría intelectual. Tales crímenes
son imprescriptibles, estan-
do todos los Estados obligados
a impedir la impunidad en el
castigo de tales conductas.

4. La represión de las
violaciones de los Derechos
Humanos y del Derecho inter-
nacional humanitario suscepti-
bles de conceptuarse como crí-
menes contra la humanidad
debe confiarse en primer
término a los Tribunales
internacionales y en parti-
cular a la Corte Penal Inter-
nacional; no obstante, las limi-
taciones personales, materiales,
de tiempo y lugar impuestas al
ejercicio de sus competencias
facultan a los Estados para ejer-
cer su jurisdicción en la repre-
sión de tales crímenes de con-
formidad con el principio de
jurisdicción universal.

5. El ejercicio de las ac-
ciones oportunas ante los
Tribunales de los Estados que
reconocen el principio de juris-
dicción universal, subordinado
al respeto de los reglas proce-
sales y penales generalmente
reconocidas —en particular el
principio ne bis in idem— no
puede ser cercenado ape-
lando a conceptos restricti-
vos como el interés nacio-
nal del Estado competente,
que contradicen radicalmente
la esencia de la jurisdicción uni-
versal y son incompatibles con
las exigencias de justicia que le
son inherentes.

Actividades

Asturias: 
Derechos Humanos en Oriente Medio



8

Entrevista

Montserrat Comas d’Argemir, 53 años, es Magistrada de la Audiencia de Barcelona,
Presidenta del Observatorio contra la Violencia doméstica y de género,

es Vocal del CGPJ, Coordinadora de su Comisión de Igualdad 
y Presidenta de la Comisión Disciplinaria

Pregunta.-¿Con qué obje-
tivos se ha impulsado en
el seno del CGPJ la crea-
ción de la Comisión de
Igualdad de Oportunida-
des entre mujeres y hom-
bres en la judicatura?
Respuesta.-Respondía a una

necesidad, la de conseguir en la
judicatura la plena igualdad de
oportunidades entre hombres y
mujeres. No hay duda de que en
el sistema de acceso no existe
discriminación alguna. Sin em-
bargo, en el acceso al Tribunal
Supremo y a cargos gubernati-
vos las mujeres están infra re-
presentadas porque no hay
igualdad de oportunidades con
los hombres. Esto no sólo preo-
cupa en España, sino que es exi-
gencia en toda Europa. Es una
larga lucha a favor de la llamada
democracia paritaria, que no es
otra cosa que exigir la presencia
igualitaria de mujeres en los ór-
ganos de decisión públicos y
privados. Nuestro objetivo es
por tanto doble: impulsar políti-
cas judiciales desde el Consejo
que nos lleven a la plena equipa-
ración de oportunidades e im-
pulsar medidas a favor de la
conciliación de la vida familiar y
profesional, un tema que preo-
cupa cada vez más a jueces y
asociaciones Judiciales, que nos
remitieron un documento con-

junto con varias peticiones de
mucho interés. El Pleno acordó
su creación el 9-2-2005. En los
textos de la reforma de la LOPJ
figura además como una Comi-
sión legal.

P.-¿Esta política se ha tra-
ducido en cambios en los
nombramientos guber-
nativos y del TS?
R.-La incorporación de la

mujer a la carrera judicial es un
hecho irreversible. Constitui-
mos un 43% de los 4.375 jueces
y magistrados. Este dato es muy
relevante si tenemos en cuenta
que la profesión de juez estuvo
prohibida para las mujeres en
España hasta diciembre de
1966. La primera mujer que vis-
tió toga lo hizo diez años des-
pués. Sin embargo, es un hecho
incontrovertido que los puestos
relevantes de la cúpula judicial
siguen en manos masculinas. De
17 Presidentes de los TSJ sólo
una es magistrada; de 50 Presi-
dencias AP, sólo 5 están ejerci-
das por mujeres. En Salas de
Gobierno sólo un 22% son mu-
jeres. En el Supremo, de 97 ma-
gistrados sólo 6 son mujeres,
por cierto todas ellas nombra-
das por este Consejo. A día de
hoy no es sostenible que se
piense que no existen más ma-
gistradas con más de 15 años de

antigüedad y juristas con méri-
tos y capacidad suficiente para
formar parte del máximo órga-
no jurisdiccional español. Este
Consejo, a pesar de haber
frustrado las expectativas de
muchos ciudadanos por su fun-
cionamiento, ha dado pasos po-
sitivos respecto a este déficit,
aunque he de reconocer que de
forma muy tímida.

P.-¿Se han hecho avances
a través de la Comisión?
¿Que se ha logrado?
R.-Logramos que el Pleno

adoptara un Acuerdo muy valio-
so: para los cargos gubernativos
y nombramientos del TS de
existir igualdad o semejanza en
la valoración de los méritos y

capacidad se procurará nom-
brar a mujeres. No por ser mu-
jeres, sino por serlo con méri-
tos para el cargo. Es la única
forma de igualar lo que a día de
hoy es desigual. De momento
hay una Comisión, la de Escuela,

que ha mejorado en el nombra-
miento de Directores de Cur-
sos de Formación incluyendo
más mujeres. En los dos últimos
años la proporción en el nom-
bramiento de directores era pe-
nosa: un 87% hombres frente a
un 13% de mujeres. ¿Acaso las
magistradas están menos prepa-
radas? Nuestra última iniciativa
ha sido proponer criterios para
cambiar el lenguaje que se utili-
za en nuestros documentos, que
invisibiliza a las mujeres.

P.-Respecto a la concilia-
ción de la vida familiar
¿ha habido cambios tan-
gibles?
R.-Cuando examinamos la

petición de excedencias volun-

tarias para cuidado de hijo, vi-
mos que todas habían sido soli-
citadas por mujeres. Muchas de
ellas coincidiendo con el mo-
mento del “ascenso forzoso”
que implica un traslado de
ciudad que imposibilita la unidad

Montserrat Comas
Presidenta del Observatorio contra 
la Violencia doméstica y de género

“Es buena la reivindicación 
de Jueces para la Democracia 

de que se supriman las dos categorías”

“El TS sostiene que reunirse 
con miembros de la banda

terrorista ETA o con Batasuna
no es delito”
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familiar. Por eso es buena esta
reivindicación de Jueces para la
Democracia de que se supriman
las dos categorías, a fin de evitar
que el ascenso suponga un pro-
blema que incida muy negativa-
mente en la vida familiar y pro-
fesional, afectando a muchos
jueces de las últimas promocio-
nes, numéricamente muy im-
portantes. Esta cifra coincide
con la opinión mayoritaria de las
juezas en la encuesta de opinión
del año pasado, que se conside-
ran más afectadas por la falta de
promoción al tener que compa-
tibilizar su trabajo jurisdiccional
con las responsabilidades do-
mésticas en el hogar. Por eso en
la Comisión de Igualdad estu-
diamos los efectos jurídicos del
Plan Concilia, que supone un
avance para compatibilizar por
parte de hombres y mujeres
ambas tareas. Conseguimos que
la Comisión Permanente cam-
biase el criterio dos veces: res-
pecto a la sustitución del permi-
so de lactancia por reducción
de jornada y para otorgar 10
días de permiso de paternidad
por nacimiento de hijo en lugar
de los 3 que contempla la LOPJ.
Finalmente se ha considerado
que el plan es directamente apli-
cable mientras se reforma la
LOPJ y se desarrolla su regla-
mento.

P.-Cambiamos de tema.
¿Será posible renovar el
CGPJ de forma inme-
diata?
R.-La renovación del Conse-

jo es imprescindible y legalmen-
te necesaria. El mandato consti-
tucional es por cinco años. Los
grupos parlamentarios deben
cumplir la Constitución y la Ley.
La respuesta de la judicatura a
esta obligación ha sido impeca-
ble. Los 36 candidatos han sido
elegidos en el momento que co-
rrespondía. Nada se sabe de las
reuniones de los parlamentarios
de forma transparente, a conse-
cuencia de que el principal par-
tido de la oposición ha decidido
bloquear el proceso. Nadie sabe
hasta cuándo, lo que supone una
alteración en la composición de
esta institución, que debería ha-
ber sido renovada el 7 de no-
viembre. Se están alterando las

reglas del juego democrático y
hurtando a los ciudadanos la re-
novación de una institución des-
gastada y que ya no proyecta

políticas judiciales de futuro. No
acabo de entender por qué los
componentes o responsables
del grupo parlamentario que
bloquea el cumplimiento de un
proceso previsto en la CE no
tienen responsabilidad.

P.-¿Qué opinas de la pre-
sión que se está ejercien-
do sobre algunos Jueces? 
R.-Un pilar básico en el Esta-

do de Derecho es la indepen-
dencia judicial. Que no haya in-
gerencias del resto de los
poderes del estado en las deci-
siones de los jueces, es una ga-
rantía para los ciudadanos. Y el
Consejo debe actuar para pre-
servar esta independencia cuan-
do se esté interfiriendo en ella.
Esta es la explicación a por qué
la Comisión Permanente deci-
dió realizar la última declaración
institucional a favor de la inde-
pendencia de los magistrados
de la Sala Civil y Penal del TSJ
del País Vasco un día después de
haberse producido la manifesta-

ción con un determinado lema
en contra de la imputación del
Presidente Ibarretxe. La gran in-
coherencia de los Vocales de la

mayoría conservadora es que
esta misma posición no se tuvo
cuando se trató de defender la
independencia de Garzón o del
Juez Juan del Olmo. En el caso
de este último se produjo du-
rante un año presiones, descali-
ficaciones, insultos personales e
interferencias intolerables du-
rante la instrucción del caso 11-
M.Y el Consejo estuvo callado.
Hubo una larga campaña de
deslegitimación de su labor ju-
risdiccional por todos aquellos
sectores que se han unido en
torno a la llamada “teoría de la
conspiración”.También el princi-
pal partido de la oposición se ha
sumado a las voces que recla-
man saber la verdad, como si en
estos años Policías, Fiscales y
Jueces se hubieran confabulado
para que ésta no aparezca.Y el
Consejo callado sin defender la
labor del Juez. Solo muy al final
los Vocales progresistas logra-
mos que la Comisión Perma-
nente se pronunciara en contra
de las mentiras e injurias propi-
nadas desde la COPE por Jimé-
nez Losantos. No puede ser que
la independencia judicial se de-
fiende por los Vocales de la ma-
yoría según sea el color del gru-
po parlamentario o de la
persona o institución que la es-
té atacando.

P.-¿Y el derecho a la críti-
ca de las resoluciones
judiciales?
R.-Es irrenunciable el dere-

cho de los ciudadanos a criticar
las resoluciones de los jueces,
siempre que se haga con respe-
to personal al juez y sin deslegi-
timar su función. Ningún poder
en democracia puede vivir al
margen de la crítica pública. Por

tanto tampoco el Poder Judicial.
En este sentido yo, como jurista,
me sitúo de forma crítica frente
a la decisión de abrir un proce-

so penal contra el Presidente
Ibarretxe por haberse reunido
con miembros de Batasuna. No
comparto jurídicamente los
motivos expuestos en la resolu-
ción judicial. El TS se ha pronun-
ciado de forma radicalmente
distinta. Reunirse con miembros
de la banda terrorista ETA o
con Batasuna no es delito. Sólo
es delito reunirse para concer-
tar la comisión de un delito. Pe-
ro es insólito que lo pueda ser
cuando se persigue la paz, con
independencia de lo que opine
cada uno políticamente respec-
to a la oportunidad de estas
reuniones. Tampoco puede
desobedecer desde un punto de
vista penal, según abundante ju-
risprudencia del TS, el que pre-
viamente no ha sido requerido
para que cese en una determi-
nada actuación. En ese caso de-
berían ser imputadas decenas
de personas por hacer lo mis-
mo. Hay situaciones de incohe-
rencia entre los Tribunales que
es muy difícil que el ciudadano
las entienda. Pero los miembros
del Gobierno Vasco saben que a
través y dentro del proceso pe-
nal es donde deben ejercer sus
derechos y confiar en el sistema
judicial. Para esto están los re-
cursos y otras instancias judicia-
les o constitucionales. La histo-
ria demuestra que el conjunto
del sistema judicial funciona an-
tes o después. Un claro ejemplo
es la última sentencia del TS en
el caso De Juana Chaos al revo-
car la dictada por la Audiencia
Nacional. Por eso sobra las pre-
sión en la calle, a la que última-
mente también se ha sumado el
Partido Popular para criticar la
sentencia del Tribunal Supremo
sobre De Juana.

“La independencia judicial se defiende por los
Vocales de la mayoría según el color del grupo,

persona o institución que la ataque”
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El Comité Permanente de
Jueces para la Democracia,

máximo órgano asociativo en-
tre congresos, se ha reunido el
pasado mes de febrero en Va-
lencia, por invitación de la Sec-
ción Territorial del País Valen-
ciano. Representantes de todas
las secciones territoriales y co-
misiones de trabajo y el nuevo
Secretariado de JpD elegido en
el último congreso celebrado
en Vitoria, han participado en
estas jornadas que tuvieron un
apretado orden del día.

El Comité eligió como Presi-
dente a Estrella Blanes, coordi-
nadora de la Sección Territorial
de Valencia, Luis Aurelio Gonzá-
lez Martín, coordinador de la
Sección de Madrid, y Carmen
Santos, Juez de Siero e integran-
te del Secretariado.A continua-
ción el Secretariado informó de
su gestión, dándose por repro-

ducidas las informaciones remi-
tidas por escrito por comisio-
nes y secciones territoriales.

Entre los temas de más cala-
do, el Comité Permanente anali-
zó las nuevas perspectivas que
se han producido tras la ruptu-
ra por ETA del proceso de paz y
la necesidad de renovación del
CGPJ, respecto del que el Co-
mité hizo un llamamiento dirigi-
do a las Cortes para que atien-
dan su obligación constitucional
para su urgente renovación. Ex-
presamente se acordó resaltar
la confianza plena que Jueces pa-
ra la Democracia tiene por los
36 candidatos propuestos por
jueces asociados o no, insistien-
do en que confiamos en su in-
dependencia y capacidad.

En el aspecto interno se
analizó el funcionamiento de
las Comisiones Delegadas de
Jueces para la Democracia,

aprobándose la propuesta de
actuación para su mejora que
hacía el Secretariado. Otro tan-
to ocurrió con el modelo de

acción sindical, en el que se es-
tudió la estrategia en materia
de módulos, pagas extra, pro-
tección social y acuerdos con
otras asociaciones, aprobándo-
se igualmente el proyecto de
actuación que el Secretariado
había remitido previamente pa-
ra su discusión por las seccio-
nes territoriales.

Especial dedicación tuvo el
estudio del documento sobre
selección y acceso a la carrera
judicial y de formación de los
jueces, propuesto por la
respectiva comisión, cuyas
conclusiones fueron presenta-
das por el magistrado Javier
Hernández.

Por último el Comité Per-
manente decidió convocar el
XXII Congreso de Jueces para
la Democracia el próximo mes
de Junio en Salamanca, aceptan-
do el ofrecimiento que el presi-
dente de su Audiencia, Ramón
González-Clavijo, hizo en nom-
bre de la Sección Territorial de
Castilla y León, que ha hecho
las gestiones precisas para que
pueda desarrollarse el más im-
portante encuentro anual de la
asociación. Se decidió que el te-
ma del congreso será “Urbanis-
mo y Medio Ambiente”.

Actividades

Comité permanente en Valencia

Preimpresión

Valentín Beato, 24 
4ª planta - Oficina 4

Tels.: 91 327 34 79 / 91 327 00 01
Fax: 91 327 34 80

28037 Madrid

Impresión

Camino de Hormigueras, 124
Nave 5-J

Tels.: 91 777 22 94 / 91 777 39 40
Fax: 91 303 76 35

28031 Madrid

correo electrónico: amoretti@amoretti.es

Tras el reciente Comité Per-
manente de JpD, y en virtud

de los acuerdos adoptados en
dicho marco, el Secretariado de
Jueces para la Democracia pro-
pone la creación de un cauce
permanente de diálogo y acción
reivindicativa de las cuatro aso-
ciaciones judiciales, que podría
articularse de la siguiente
manera:

a) Creación de una Comi-
sión interasociativa Permanen-
te (CIP), que recogiera el testi-
go de la habida hasta el
presente y que tan buen traba-
jo ha realizado (protección so-
cial de los jueces, pagas extra),
que tuviera carácter perma-
nente, tanto en situaciones de
urgencia como ante problemas

o reivindicaciones comunes,
que se compusiera por un re-
presentante de cada asociación
por delegación de sus respecti-
vas ejecutivas, que permitiera
un tratamiento ágil y eficaz de
cuantas cuestiones surgieran,
que se comunicarán habitual-
mente por correo electrónico
y en tiempo real, que fuera el
vehículo de coordinación de las
actuaciones conjuntas asociati-
vas, que canalizara las reivindi-
caciones asociativas frente al
Consejo, MJU o grupos parla-
mentarios y los comunicados
conjuntos a los medios de co-
municación.

b) A tal fin, JpD designa co-
mo representante en esa futura
comisión a Luis Manglano Sada,

magistrado de la Sala de lo
Contencioso-administrativo
del TSJ de Valencia, miembro
del actual Secretariado y res-
ponsable del área sindical.

c) En principio, y como
borrador de temas que nos
preocupan, el Secretariado de
Jueces para la Democracia pro-
pone diálogo y acción reivindi-
cativa sobre los siguientes te-
mas:

— Renovación del CGPJ.
— Reglamento de Asocia-

ciones.
— Percepción íntegra de

complementos de destino en
las pagas extra en 3 años.

— Supresión o modifica-
ción de la enmienda 631 del
grupo parlamentario socialista.

— Reglamentación por el
CGPJ de los módulos.

— Retribuciones variables.
— Desarrollo reglamenta-

rio por el CGPJ del Plan Conci-
lia, así como aplicación del sis-
tema de protección social de
los jueces.

— Racionalización del sis-
tema de sustituciones.

— Planta judicial razonable
y suficiente.

— Políticas de igualdad de
género.

— Supresión del ascenso
forzoso.

— Plan de prevención de
riesgos laborales de los jueces
y de las instalaciones judiciales.

Secretariado de JpD

Propuesta de JpD de actuación conjunta
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El reciente fallecimiento de
una ciudadana francesa en

Alicante ha vuelto a llevar a los
medios la cuestión nunca bien
afrontada ni, menos aún, resuel-
ta, de la eutanasia en nuestra
sociedad. Se comenta que no
existe la suficiente madurez so-
cial para abrir un debate sobre
esta cuestión, pero algo pareci-
do se postuló sobre otros te-
mas como el divorcio, el abor-
to, el matrimonio homosexual,
etc., y, por el contrario, la socie-
dad aceptó sus respectivas re-
gulaciones legales sin mayores
problemas. Lo cierto es que
existe un vacío legal que no da
respuesta a los numerosos inte-
rrogantes éticos y jurídicos que
la ciudadanía plantea. JpD consi-
dera necesario contribuir a que
un adecuado y reflexivo debate
permita crear las condiciones
para que se produzcan las re-
formas legislativas necesarias.

El punto de partida lo cons-
tituye la valoración del bien ju-
rídico vida, cuya regulación pro-
tectora del artículo 15 de la
Constitución Española no debe
tener un carácter absoluto sino
limitado, íntimamente relacio-
nado con la dignidad y el libre
desarrollo de la personalidad y
a la libertad como valor supe-
rior del ordenamiento jurídico
(art. 1 CE). El paso siguiente
nos lleva a la cuestión de la dis-
ponibilidad del bien vida por su
titular y la situación jurídica de
los terceros ante su posible im-
plicación. La no desaprobación
penal del suicidio y la consi-
guiente libre disponibilidad por
su titular, no puede derivarse
de la expresión «todos tienen
derecho a la vida» contenida en
el artículo 15, sino que se fun-
damenta desde una interpreta-
ción integradora del menciona-
do derecho con la dignidad y el
libre desarrollo de la personali-
dad que como fundamentos de
la paz social dan contenido al
derecho a la vida.

El citado artículo 15 debe
permitir el libre desarrollo de
la personalidad, lo que afecta a
la elección del tipo de vida de-
seado, a la dignidad, a la libertad
ideológica, a la prohibición de
tratos inhumanos o degradan-
tes y a la intimidad personal. De

ello se deduce que ante posi-
bles conflictos, como es el con-
templado en nuestra regulación
penal, el derecho a la vida pue-
de ceder ante otros derechos
y, en todo caso, debe estar
fundamentado en la dignidad y
el libre desarrollo de la perso-
nalidad, que incluye la libertad
de elección sobre ella por su
titular.

PONDERACIÓN
El derecho a la vida no siem-

pre puede considerarse invio-
lable, sino que es susceptible de
ponderación cuando entra en
colisión con otros intereses,
pues la vida no es ajena a su
cualidad de vida libre, digna,
personal y querida por su titu-
lar, sin poder reducirse a un
mero hecho biológico carente
de proyecto personal, así como
tampoco cabe su instrumentali-
zación al servicio de intereses
de terceros. Conviene recordar
lo devaluado que se encuentra
en estos momentos el llamado
“valor social de la vida”, como
fundamento de penar a quienes
colaboran al suicidio.

El tratamiento penal de la
cuestión en España viene influi-
do por las sentencias del Tribu-
nal Constitucional 120/1990,
de 27 de junio y 137/1990, de
19 de julio, que aceptan la dis-
ponibilidad de la propia vida, el
suicidio, pero no a quien coo-

pera con el mismo, lo que deja
incompleta la escena de quien
lo desea pero necesita la ayuda
de terceros por estar impedi-
do para hacerlo por sí mismo.
Dicha sentencia del TC rechaza
la eutanasia activa, sentando
una doctrina que se trasladó al
artículo 143 del Código Penal
de 1995, en el que se recogen
determinados supuestos euta-
násicos, tipificando las siguien-
tes conductas: 1) El que induz-
ca al suicidio de otro será
castigado con la pena de pri-
sión de cuatro a ocho años. 2)
Se impondrá la pena de prisión
de dos a cinco años al que co-
opere con actos necesarios al
suicidio de una persona. 3) Se-
rá castigado con la pena de pri-
sión de seis a diez años si la co-
operación llegara hasta el
punto de ejecutar la muerte. 4)
El que causare o cooperare ac-
tivamente con actos necesa-
rios y directos a la muerte de
otro, por la petición expresa,
seria e inequívoca de éste, en
el caso de que la víctima sufrie-
ra una enfermedad grave que
conduciría necesariamente a su

muerte, o que produjera graves
padecimientos permanentes y
difíciles de soportar, será casti-
gado con la pena inferior en
uno o dos grados a las señala-
das en los números 2 y 3 de es-
te artículo.

DERECHO A MORIR
DIGNAMENTE

La regulación antedicha del
Código Penal debe ser con-
templada desde el derecho de
la persona a disponer libre-
mente de su vida y especial-
mente para los supuestos des-
critos, en base al derecho a una
muerte digna. Si el derecho a
morir se encuentra en el reco-
nocimiento del suicidio aunque
especialmente se sancionen,
atenuadas, formas de participa-
ción, el derecho a morir digna-
mente, ante una muerte inevi-
table en situación de grave
enfermedad, o a liberarse del
padecimiento insufrible y que
no puede aliviarse, en situacio-
nes como las descritas, conso-
lida y refuerza el derecho per-
mitiendo con ello alcanzar,
justificándolo, el comporta-
miento de terceros.

Con la muerte digna, la pe-
tición expresa y reflexiva de
poner fin a una situación irre-
versible de padecimiento en
cuanto decisión eminentemen-
te personal en la que consta
seriamente su trascendencia,
expresa la capacidad de auto-
determinación del sujeto, la
autonomía en el desarrollo li-
bre de su personalidad, que en
ese momento así se manifiesta
y expresa su derecho funda-
mental a no soportar tratos
inhumanos o degradantes. Tal
planteamiento respondería, a
su vez, a una concepción de-
mocrática y garantista del De-
recho Penal por la que los ciu-
dadanos han establecido el
poder público y en él el poder
punitivo para que proteja al in-
dividuo de intrusiones ajenas a

JpD pide el debate social y la reforma 
del marco jurídico de la eutanasia



Debate
su esfera personal y para que
le ofrezca los presupuestos in-
dispensables para el libre de-
senvolvimiento de su persona-
lidad, pero no para que sea el
poder público el que determi-
ne la esfera personal en base a
concepciones que los ciudada-
nos no tienen por qué com-
partir.

Sólo en el marco de la digni-
dad y la libre voluntad de la
persona puede regularse la
cuestión concreta de la eutana-
sia.Y ello, en un doble sentido:

1º) La petición expresa y
seria de morir de un ser huma-
no ha de ser atendida, de tal
manera que su consideración
ha de sobreponerse a cualquier
valoración positiva que pueda
merecer la continuidad de su
vida.

2º) Sólo esta voluntad, y su
efectiva constancia, pueden
permitir un tratamiento dife-
renciado de la tutela de la vida
de un ciudadano.No existen, de
ninguna manera, seres de ma-
yor o menor valor vital.

REGULACIÓN 
DE LA EUTANASIA

Cualquier regulación sobre
la eutanasia habrá de conside-
rar, pues, los siguientes pun-
tos: primero, habrá de aten-
derse a la libertad del sujeto
pasivo; segundo, habrá de ase-
gurarse la libertad con que
ésta es emitida; tercero, no ca-
brá la suplantación de la vo-
luntad del paciente por terce-
ros, pues la eutanasia implica
un acto de voluntad de quien
desea morir, debiendo tener
en cuenta en situaciones de
incapacidad las previsiones ex-
presadas por el testamento vi-
tal; cuarto, la constancia de la
voluntad, en las condiciones
señaladas, ha de trascender a
todos los ciudadanos, para los
que surge un deber de respe-
to a la decisión.

La actividad médica ha de
tender en cualquier caso a lo-
grar la continuidad de la vida,
salvo voluntad contraria del pa-
ciente en los términos señala-
dos. Sin embargo, los límites del
deber de tratamiento médico
no pueden estar determinados

únicamente por las posibilida-
des técnicas del mantenimiento
de la vida, sino que éste ha de
fundamentarse en una finalidad
curativa, incompatible con esta-
dos irracionales y degradantes
de mantenimiento y prolonga-
ción de la existencia, tanto en
situaciones de padecimiento fí-
sico irreversible o como siste-
ma para terminar con el dolor.
La decisión de poner término a
la supervivencia artificial de un
coma irreversible deberá care-
cer de relevancia penal.

Estas últimas consideracio-
nes disfrutan ya de un largo re-
corrido, pues fueron adoptadas
por el Grupo de Estudios de
Política Criminal en Valencia, el
16 de noviembre de 1991, que
se pronunció sobre la cuestión
de la eutanasia, destacando al-
guna de las medidas que habrí-
an de acompañar a la despena-
lización, siquiera fuera parcial,
de la siguiente manera:

«La especial importan-
cia de la vida, la irreversibi-
lidad de las consecuencias
de la decisión, la eventual
implicación de terceros y la
vulnerabilidad de los pro-
cesos de toma de decisión

en determinadas situacio-
nes y etapas vitales hacen
necesario adoptar cuantas
medidas sean posibles en
orden a garantizar la plena
libertad de la voluntad».

Estas reflexiones de 1991
del Grupo de Política Criminal
muestran la innegable sensibili-
dad social ante esta cuestión y
el largo debate producido hasta
el presente. Conviene recordar
la firma entonces de un Mani-
fiesto en favor de la disponibilidad
de la propia vida que, resumida-

mente, declara la insatisfacción
ante la regulación penal de la
eutanasia y proclama que:

«En ningún caso debe-
rán ser punibles los si-
guientes supuestos: 1. La
conducta del médico que
interrumpe o deja de apli-
car procedimientos tera-
péuticos tendentes a re-
trasar arbitrariamente el
momento de la muerte,
prolongando artificialmen-
te la agonía de una perso-
na carente de perspectivas
de curación o mejora. 2. La
actividad médica que apli-
ca procedimientos analgé-
sicos que pudieran produ-

cir el efecto de un acorta-
miento de la vida en un en-
fermo con pronóstico ter-
minal. 3. La provocación de
la muerte a petición ex-
presa y seria del afectado
para poner fin a una situa-
ción de sufrimiento o do-
lor grave e irreversible, no
soportable ya por el suje-
to, que no pueda ser supri-
mida por medios distin-
tos.»

La relevancia jurídico-penal
de la voluntad exige que ésta
deba ser emitida, con carácter
general, por persona libre y ple-
namente responsable, de mane-
ra expresa, fehaciente y actual,
y ante la presencia de, al me-
nos, dos testigos que, en ningún
caso, puedan ser beneficiarios
de la muerte o continuidad de
la vida.

TESTAMENTO VITAL
Excepcionalmente, y ante la

incapacidad manifiesta del suje-
to para expresar su voluntad
actual, se deberá atender a la
que, en su caso, y con los mis-
mos requisitos, hubiere emitido
con anterioridad en forma de
«testamento vital».

El reconocimiento del dere-
cho a morir ha de comportar la
licitud de las conductas relacio-
nadas con el suicidio, hoy inclui-
das en el artículo 143 del Códi-
go Penal, salvo la punición de la
conducta de quien, abusando
de una situación de prevali-
miento o especial influencia so-
bre el sujeto, interfiriere el pro-
ceso de formación de su
voluntad con el propósito de
que ésta resulta contraria a la
continuidad de la vida.

De cualquier forma, el deba-
te social debe propiciarse, asu-
miendo el legislador la necesi-
dad de reformar una legislación
restrictiva (Código Penal y Ley
General de Sanidad, entre
otras) a fin de reconocer la
existencia del derecho a la dis-
ponibilidad de la propia vida,
con las condiciones y cautelas
que se requieran.

Secretariado 
de Jueces para la Democracia

12
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Libertad de morir
José Luís Díez Ripollés. Catedrático de Derecho Penal

En la prensa

La huelga de hambre reivin-
dicativa suele constituir un

instrumento relevante de
ejercicio de la libertad de
expresión por parte de per-
sonas privadas de libertad.
Quien la realiza pretende dar
a conocer y obtener determi-
nados objetivos políticos y
personales aprovechando,
tanto la presión psicológica
que una actitud pacífica tan
inusitada ejerce sobre las per-
sonas e instituciones encarga-
das de su custodia, como la
resonancia social e incluso
receptividad sobre la justicia
de su petición que un com-
portamiento de autolesión
tan extremo tiene sobre la
sociedad en general.

La actitud a tomar por el
derecho ante este singular
cuestionamiento de decisiones
judiciales o penitenciarias se
enmarca en un contexto en el
que derechos y deberes a veces
contrapuestos deben ser teni-
dos en cuenta en el mayor gra-
do posible.

Por un lado se encuentran
un conjunto de derechos del
interno, entre los que cabe ci-
tar los derechos fundamentales
a la libertades de expresión e
ideológica, y a no ser sometido
a tratos inhumanos o degra-
dantes, la libertad de disponer
de la propia vida y el derecho a
rechazar cualquier tratamiento
médico. En el mismo platillo de
la balanza se aloja el deber de la
Administración de asegurar
que el interno pueda ejercer
todos sus derechos no directa-
mente afectados por la conde-
na o el sentido de la pena.

Frente a esos derechos y
deber, se encuentra el deber de
la Administración penitenciaria
de velar por la vida e integridad
de los internos, hasta el punto
de que el Reglamento peniten-
ciario le permite, aunque no le

obliga, imponer un tratamiento
médico contra la voluntad del
afectado si hay un peligro inmi-
nente para su vida.

Con motivo de huelgas de
hambre de los GRAPO mante-
nidas hace más de 15 años,
nuestro Tribunal constitucional
estableció por mayoría en 1990
una doctrina que optaba por
dar primacía al deber y dere-
cho de la Administración de

salvaguardar la vida del interno
aun a costa de proceder a una
alimentación forzada. Para lo-
grar decantar el platillo de la
balanza hacia este lado, nuestro
alto tribunal hubo de ayudarse
de un concepto muy cuestiona-
do en Derecho Administrativo,
cual es el de la relación especial
de sujeción. En su virtud, se ale-
ga que la peculiar relación jurí-
dica de dependencia que se
crea entre la Administración
Penitenciaria y el interno hace
que a éste se le puedan limitar
sus derechos en principio no
afectados por la condena de
una manera más intensa que a
un ciudadano libre. Ese sería el
caso cuando el interno preten-
de ejercer la libertad de dispo-
ner de la propia vida con el fin
ilícito de presionar a la Admi-
nistración para que adopte una
decisión determinada.

DERECHO A NEGARSE
AL TRATAMIENTO

La argumentación del tribu-
nal tiene varios puntos débiles
criticables: el incorrecto em-
pleo del concepto de relación
especial de sujeción para limi-

tar el ejercicio de los derechos
fundamentales del recluso re-
conocidos en el artículo 25.2
de la Constitución. El improce-
dente condicionamiento del
ejercicio del derecho a la li-
bertad de expresión en fun-
ción de si el fin perseguido es
lícito o ilícito, algo que socava
de modo determinante el con-
tenido de este derecho. La in-
sostenible concepción que
maneja de lo que sea trato in-
humano o degradante en rela-
ción con la alimentación for-
zosa, de forma que sólo lo será
la alimentación que se lleve a
cabo por vía oral. A ello cabe
añadir que la introducción en
el Reglamento penitenciario
de 1996, a través de un Real
Decreto, de una mención ex-
presa a la posible alimentación
forzosa de internos, difícilmen-
te se sostiene ante la poste-
rior aprobación de la Ley
41/2002, de autonomía del
paciente, que establece tajan-
temente el derecho de todo
ciudadano a negarse a un tra-
tamiento médico, cualesquiera
sean las consecuencias.

Resulta difícil quitarse de
encima la impresión de que la
mayoría del tribunal no fue
capaz de desembarazarse sufi-
cientemente de las razones
de Estado presentes, esto es,
la idea de que había que de-
sactivar el potencial política-
mente perturbador de la
huelga de hambre. En conse-
cuencia, al chantaje al Estado
mediante la amenaza de crear
un mártir si no se atiende a
las demandas antijurídicas del
huelguista, se responde con
una interpretación forzada de
las previsiones legales que
permiten restringir los dere-
chos del interno.

Es por todo ello que pienso
que el debate reciente, con
motivo de la huelga de hambre

de De Juana Chaos, no entra en
el fondo del asunto. La cuestión
no reside en cómo mantenerle
vivo —en casa o en la cárcel—,
ni mucho menos en si se ha de
acceder o no a su pretensión
—lo primero parece que su-
pondría ponerle inmediata-
mente en libertad—, sino en
cómo hacer compatible su
ejercicio de la libertad de ex-
presión y de disponer de su
propia vida, con el deber de los
poderes públicos de asegurar
el cumplimiento de la pena de-
finitiva impuesta.

Y la solución, a mi entender,
parece clara. Se ha de inte-
rrumpir la alimentación forzo-
sa, y asumir las consecuencias:
De Juana debe decidir, si no lo
ha hecho ya, qué prefiere, de-
jarse morir o cumplir con nor-
malidad el resto de pena que le
queda. Y la Administración
Penitenciaria debe aplicar sin
privilegios las previsiones peni-
tenciarias, incluida la posible
concesión de la libertad condi-
cional.

SOLUCIÓN 
POLÍTICA

En cualquier caso, tanto per-
sistir con la alimentación forza-
da, como pasar al tercer grado
o liberar condicionalmente al
penado a partir de preceptos
penitenciarios fundados en ra-
zones humanitarias por enfer-
medades incurables —que des-
de luego no están pensados
para supuestos en que el reclu-
so se autolesiona—, supone
hacer primar, indebidamente,
las soluciones políticas sobre
las jurídicas.

El País, 2 de marzo de 2007.
[Este texto es el originalmente

redactado por su autor.
Los ladillos no son del autor 

(N. de la Redacción)]
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En Lima no llueve casi nunca,
menos de 0,007 l/m2 al año.El

Sol tiene perdida su batalla con-
tra las nubes (bueno, la verdad,
pareciera una única nube), y sólo
se le puede ver en épocas de
tregua. Los habitantes de la Ciu-
dad de los Reyes (nombre con
que Pizarro bautizó a Lima —en
realidad Rimac, río que suena—,
por coincidir su fundación con
el día de los Reyes Magos) son
extremadamente amables. Las
heridas de su historia les atan al
pasado, incluso al más reciente,
pero han sido capaces de incor-
porarla a su presente, y se les ve
ciertamente interesados en el
futuro, o, por mejor decir, en
construir, esta vez sí, ellos mis-
mos su futuro.

No hay grandes edificios en
Lima (un sitio donde todo es
grande). Son pocos los edificios
altos, y escasos los suntuosos,
siquiera en apariencia. Hay uno,
no obstante, grande, alto, sun-
tuoso: el Palacio de Justicia. Ré-
plica del de Bruselas, está situa-
do en el centro de la ciudad.
Por dentro es espacioso, am-
plio, luminoso... hasta que se
abre cualquier puerta. Los Juz-
gados son espacios reducidos, a
veces indignos, cubiertos de
expedientes, representación de
un procedimiento brutalmente
escrito, lento. Los jueces y las
juezas, que son mayoría, son tan
amables como la gente de Lima,
o más. Su trabajo, que se desa-
rrolla en sótanos, rodeados de
imágenes religiosas, es ímprobo,
con el tiempo mal distribuido;
allí las Sentencias se leen, ente-
ras, por el Secretario del Juzga-
do, en presencia del Juez, y de
las partes o de los imputados,
alguno de los cuales al acabar la
lectura se van a prisión (la lec-
tura de la del caso Montesinos
duró diez horas sin interrup-
ción); los jueces en el Perú, aun-
que su Constitución de 1993
diga lo contrario, no son inde-
pendientes, porque no les de-
jan, y, desde luego, no son ina-
movibles (al principio del año
judicial se les asigna una Sala,
que puede ser distinta a la que
ya estaba, y aún durante el
curso pueden ser removidos

por decisión del Presidente de
la Corte Superior de Justicia del
correspondiente Distrito Judi-
cial).

En el que allí denominan
procedimiento de habeas corpus
el juez o la jueza (que es contra
quien se dirige el procedimien-
to) se tienen que defender co-
mo si de denunciados, que lo
son, se tratara, teniendo que
desplazarse a la Sede del Juzga-
do o Tribunal donde se vea la
causa (y las distancias en el Pe-
rú, país de más de un millón de
kilómetros cuadrados, el doble
de España, no son cualquier co-
sa). Las funciones de instruir y
juzgar, en el que llaman procedi-
miento sumario, son competen-
cia del mismo órgano, y a los
jueces a los que se les ha ocu-
rrido cuestionar su constitucio-
nalidad se les ha sancionado.

No tienen licencias por capaci-
tación (lo que nosotros conoce-
mos por formación continua), y
las que, excepcionalmente, se
conceden están sometidas a
una decisión discrecional, gene-
ralmente arbitraria, del Consejo
Ejecutivo del Poder Judicial. A
una compañera se le denegó el
permiso para acudir a un Semi-
nario sobre Derechos Huma-
nos, porque tal materia, según le
comunicaron, era ajena (¿?) a su
jurisdicción, la civil.Y en medio
de todo este panorama (al que
habrá que sumarle la presión
del poder político, la corrup-
ción y la desconfianza de los
ciudadanos), aparece JUSDEM
(Jueces por la Justicia y Demo-
cracia)... y Antonio Doñate.

En el pasado mes de sep-
tiembre se celebraron unas Jor-
nadas bajo el necesario título de
Formación de jueces en Derechos
Humanos y acceso a la Justicia en
el Perú. Fueron organizadas por
JUSDEM, con la colaboración de
Jueces para la Democracia, y
auspiciadas por la Agencia Espa-
ñola de Cooperación Interna-
cional. Los que participamos en
esas Jornadas no podemos sus-
traernos a la emotividad que
siempre transmite la avidez de
conocimiento, el interés y el
respeto por las opiniones ajenas
(las contrarias también), la vo-

luntad y la predisposición a
aprender, a debatir con orden.
Se trataba de reflexionar sobre
los Derechos Humanos,pero en
su fase de reconocimiento e im-
plantación. Su desarrollo es, aún,
una quimera en tierra de quime-
ras y conquistadores. No es po-
co (es casi todo) lo que queda
por hacer; de la situación de las
cárceles (con un 86% de presos
sin condena), como de algunas
calles y barrios de Lima, lo que
se diga no será capaz de reflejar
la realidad. Recientemente una
periodista madrileña, Isabel Gó-
mez, Lula, ha publicado un libro,
Condenadas al Silencio (Editorial
Espejo de Tinta), en el que rela-
ta su estremecedora experien-
cia de 13 días en una cárcel de
mujeres en Perú. A su lectura
me remito.

De la eficacia normativa di-
recta de la Constitución o de su
desarrollo no hay atisbo...Y JUS-
DEM se enfrenta a este panora-
ma desalentador con la fuerza
de la razón, y la serenidad y la
firmeza también, y, con Vallejo,

repiten hay, hermanos, muchísimo
que hacer... y ellos y ellas lo sa-
ben mejor que nadie. Y en esa
escena lleva veinte años nuestro
compañero Antonio Doñate, de
quien se dice (y se dejó por es-
crito) es el más acabado ejemplo
de solidaridad de la Magistratura
progresista europea con la latinoa-
mericana. Un ejemplo a seguir, y
un trabajo por extender y subli-
mar.Nada de allí nos es ajeno: ni
siquiera todo lo que queda por
hacer. La colaboración con JUS-
DEM y las demás Asociaciones
de Jueces Progresistas de Amé-
rica Latina debiera, en mi opi-
nión, ser objetivo prioritario de
nuestra Asociación, al menos
para su Comisión de Interna-
cional. La experiencia limeña, y
las anteriores en Sâo Paulo, Bar-
celona y otras ciudades, recla-
man nuestra presencia y apoyo
incondicional. Desoír esa llama-
da de la solidaridad sería con-
trario a los más elementales
principios de JpD. Aunque no
sea cosa nuestra que llueva más
en la Ciudad de los Reyes.

Internacional

En Lima no llueve casi nunca
Antonio Castro. Magistrado
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Se viene hablando mucho es-
tos días de la memoria histó-

rica con ocasión de la tramita-
ción de la ley de nombre mucho
más largo y que popularmente
se conoce con el nombre de
Ley de la recuperación de la
memoria histórica, materia
donde las opiniones difícilmen-
te pueden encontrar un espa-
cio común, partiendo incluso
de la necesidad misma de la ley.

Mi intención con estas letras
no es tanto aportar elementos
para el debate o un examen
critico jurídico del texto, sino
rechazar, casi en el plano emo-
cional, los principales argumen-
tos expuestos por la derecha
(así, para simplificar y sin ro-
deos), para cuestionar la opor-
tunidad del texto, en un intento
de obstaculizar y de privar de
razón de ser a la voluntad legis-
lativa que antes fue reivindica-
ción de victimas y familias. El
Secretariado de JpD se ha pro-
nunciado recientemente sobre
el contenido de la ley y en las
Jornadas de Jueces de Pueblo
celebradas en Pontevedra, las
compañeras Inés Soria y Amaya
Oliva distribuyeron un comuni-
cado con el nada optimista titu-
lo de Una oportunidad perdida.

En primer lugar conviene
decir bien alto que con la
Constitución ni se cerraron las
heridas ni se firmó la paz entre
las dos Españas que muchos
tratan de perpetuar, por la sim-
ple razón de que eran otras las
prioridades, y una de ellas, la
obligación de no romper el di-
fícil equilibrio entre tensiones
de diferente tipo, momento en
el que la recuperación de los
muertos de la guerra civil no
generaría más que problemas y
enfrentamientos. Baste recor-
dar que en el año 1981, ayer si
hablamos de Historia, se pasea-
ron por las calles y el Congre-
so donde hoy se discute esa ley
que no convence a nadie, los
uniformes y pistolas de los que
sólo tienen la fuerza como ins-
trumento de convicción. Y lo
dicen ellos, los del monte, los
bandidos que todavía están vi-
vos, cuando afirman que fueron
los grandes olvidados como

precio del pacto y que hoy si-
guen siendo victimas de un ol-
vido inconsciente o voluntario,
pero en todo caso injusto.

¿ABRIR HERIDAS?
La otra idea que quiero ne-

gar es la tan repetida afirma-
ción de que el recuperar cadá-
veres no hace más que abrir
viejas heridas y renovar odios, a
lo que hay que decir que no se
puede olvidar lo que no se co-
noce. Por eso resulta elemental
saber qué pasó y en qué cir-
cunstancias ocurrieron muchos

de los hechos en aquellos du-
ros días de este país.Y voy a ha-
cerlo desde una experiencia
personal que además es com-
partida y expresada por mu-
chos de los que está empeña-
dos en devolver la dignidad a
familiares y victimas de la vio-
lencia criminal, gente que don-
de muchos ven sólo muertos,
ponen nombre y apellidos al
horror y buscan un sitio para
que recuperen el lugar y la pre-
sencia que la muerte más cana-
lla les negó.

No hablan de rencor ni de
ajuste de cuentas los nietos e
hijos de paseados y fusilados, y
no he escuchado ni un grito
que transmita odio o rencor;
tampoco los que fueron tilda-
dos de bandidos buscan otra
cosa que justicia y reparación.
No vi un ápice de inquina cuan-
do en un frío invierno de hace
unos años, la Comisión Judicial
de Cistierna se desplazó a un
pueblecito de la montaña de
León para “levantar un cadá-
ver” que llevaba dormido en el
más profundo olvido casi 70
años. La lluvia era casi nieve y el
acceso al lugar complicado. Por

eso me sorprendió la cantidad
de espectadores que había reu-
nidos aquel momento.

Eran familiares y amigos de
aquel “paseado” cuyo único de-
lito fue confiar en un Bando del
general que prometía respetar
la vida de aquellos que no tu-
vieran las manos manchadas de
sangre y que, como tantos
otros, abandonó el Frente de
Asturias para bajar a su pueblo
y encontrarse con una bala y
un montón de sinrazón ocul-
tando su cuerpo en cualquier
agujero de la montaña leonesa.

Recuerdo que sugerí a los pai-
sanos que se fueran a casa, que
hacía mucho frío y ellos casi
imploraban que les dejara estar.
Sólo vi lágrimas, sólo escuché
palabras de cariño y despedida
después de tanto tiempo y una
frase que sus nietas repetían
una y otra vez “que no vuelva a
pasar, que no vuelva a pasar...”.

NO OLVIDAR
¿Dónde esta el rencor?

¿Dónde el odio? Sólo en las
mentes de los que no quieren
admitir que estamos obligados
a no olvidar y a saber qué pasó,
siquiera para que todos pue-
dan, podamos, descansar la mi-
rada sobre un trozo de tierra
con nombre propio; sólo por
eso. Y una reparación plena, y
esto sí es materia para el deba-
te, exigiría la anulación y revi-
sión de condenas dictadas por
tribunales militares y cuasi tri-
bunales contra aquellos que es-
caparon de las fosas y se en-
frentaron a estos órganos en
ficticios procesos con senten-
cias bien efectivas.

Falta un examen completo,
pero los estudios de represa-

liados por provincias ofrecen
una lectura dramática de lo que
fue la justicia en este país tras la
guerra. La cuestión es compli-
cada y las diferentes sensibilida-
des de los profesionales y sec-
tores implicados a buen seguro
tendrá mucho que ver a la ho-
ra de encontrar instrumentos
para hacerlo. Seguramente no
baste con la revisión penal; re-
cientemente hemos visto cómo
la Sala Militar del TS denegó la
autorización para su formula-
ción con una resolución en la
que el voto particular de dos
jueces expresa que los dos
anarquistas ejecutados “no tu-
vieron un juicio justo”, discre-
pancia que ya existió con oca-
sión de la denegación de
prueba en el procedimiento an-
terior, siendo el Tribunal Cons-
titucional (sentencia 123/04) el
que enmendó la plana a los ma-
gistrados de la Sala 5ª otorgan-
do amparo a las familias en sen-
tencia que nuevamente cuenta
con el voto particular de dos
integrantes de la Sala 1ª del TC.

REVISIÓN 
DE CONDENAS

Tiene que existir una volun-
tad firme y decidida de proceder
a revisar esas condenas por mu-
chas dificultades que ofrezca es-
ta decisión y hay que decírselo al
legislador, aunque sólo sea para
que el valor justicia no se vea
manchado por sentencias dicta-
das bajo un disfraz y un conteni-
do casi jocoso, al llamar rebeldes
a quienes integraban y defendían
un gobierno, que guste o no, fue
legítimamente constituido. Al-
guien afín al régimen anterior
vino a reconocer que la rebeldía
estaba jurídicamente en los au-
toproclamados nacionales, que
montaron una parodia de justi-
cia, una “justicia al revés” (1). Ese
alguien no fue otro que Serrano
Suñer, principal ideólogo del
nuevo Estado, que además de
“cuñadísimo” del general, era ju-
rista y algo debía de saber de es-
to. En fin, morir para ver.

(1) Memorias. Entre el silencio y la
propaganda. La historia como fue.
Barcelona. Plantea, 1977. Página 245.

Opinión

El olvido de la memoria... y de la historia
Fernando Cabezas Lefler. Magistrado. 

Secretariado de Jueces para la Democracia
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Homenaje
Juan José Palá

El magistrado Juan José Palá
(Valencia, 1969), experto en

materia procesal y en el análisis
de los derechos fundamentales
en el ámbito penal, falleció pre-
maturamente el 8 de febrero,
tras una larga enfermedad.

En tiempos jurídicos difíci-
les, de temores, inseguridades y
alegaciones de que el fin puede
justificar los medios, el magis-
trado Juan José Palá Puig seguía
defendiendo que los derechos
fundamentales deben suponer
una barrera infranqueable, es-
pecialmente en situaciones de
confusión y conflicto. Y esta
doctrina no se limitaba a defen-
derla en público, sino que la
aplicaba con serenidad en su
actuación jurisdiccional.

En su vida privada, Palá ejer-

ció de valenciano y, como tal,
disfrutaba de la vida. Era amante
de su familia, como padre, espo-
so, hijo, hermano, pero también
de sus amigos, con quienes
siempre estaba dispuesto a
compartir reunión y conversa-
ción, y si era alrededor de una
buena mesa, mejor. Siempre nos
ofreció, en cuanto se le conce-
día la mínima ocasión e incluso
en los momentos más duros, su
extraordinario sentido del hu-
mor, junto a la sonrisa que pare-
cía tener impresa y que nunca
olvidaremos. Ni siquiera las pe-
nalidades derivadas de la enfer-
medad consiguieron alterar su
personalidad afable.

Su afán por aprender le lle-
vó a leer cuantos libros caían
en sus manos: desde los viajes a
la filosofía, desde las aves al De-
recho.También su curiosidad le
impulsaba a oír cuanta música
estaba a su alcance. Su cultura
musical abarcaba desde la mú-

sica clásica, hasta grupos margi-
nales, y otros que ya no lo son,
como Nick Cave & Bad Seeds,
pasando por el jazz. Todo ello
se resumía en un pensamiento
riguroso y una imaginación bri-
llante, que proyectó tanto
sobre su vida como sobre su
profesión.

Era miembro de Jueces pa-
ra la Democracia (JpD), aso-
ciación profesional desde la
que participó en los trabajos
para la modificación de la Ley
Orgánica del Poder Judicial y
dirigió el curso para forma-
ción de jueces y magistrados
sobre las reformas penales ce-
lebrado en junio de 2005. Pero
si de algo se sentía particular-
mente orgulloso, era de su
análisis sobre las faltas, a las
que consideraba las grandes
olvidadas de la doctrina penal
española a pesar de la gran in-
cidencia en la vida diaria de los
ciudadanos.

En su trabajo como Juez estu-
vo destinado en Vilanova i la Gel-
tru, de donde pasó, ya con la ca-
tegoría de Magistrado, al Juzgado
de Instrucción nº 3 de Castellón.
Posteriormente y hasta su muer-
te ejerció en el Juzgado de lo Pe-
nal nº 2 de la misma ciudad. En
esta trayectoria estuvieron siem-
pre presentes la preocupación
por los problemas éticos y, por
encima de todo, la honestidad e
integridad intelectual.

Su prematuro e injusto falle-
cimiento ha supuesto una gran
pérdida para el sistema judicial
español, pues Juan José Palá se
empeñó en la nada fácil tarea
de llevar a la conciencia colec-
tiva que los derechos funda-
mentales tienen que prevale-
cer, incluso sobre las exigencias
ocasionales de tranquilidad y
seguridad.

Salvador Camarena.
Magistrado  


